
El principio de reunificación familiar en el derecho internacional de los refugiados. El caso
de los menores no acompañados o separados en Argentina(*)(**)(***), Por Parra Senfet, Sofía
María - El Derecho, [280] - (21/12/2018, nro 14.557)

I
 
  
  
  
 Introducción
 
  
  
  
 Cuando la vida de una persona corre peligro, el primer instinto que surge es huir para sobrevivir.
Diariamente cientos de niños cruzan solos las fronteras huyendo de la violencia. Su mejor opción y
la de otras muchas familias separadas por los conflictos armados será la reunificación familiar en el
país de acogida: reencontrarse con sus seres queridos y vivir juntos en un país seguro. La
reunificación familiar es uno de los principios que garantiza el derecho de los refugiados a una vida
en familia tras la huida. 
 
  
  
  
 El siguiente trabajo tiene como objeto determinar si existen casos de peticionantes de refugio de
menores no acompañados o separados de sus familias en Argentina y, en caso afirmativo,
comprobar qué protección se les brinda y si existen los mecanismos que permitan la reunificación
familiar en Argentina o en un tercer Estado. Para ello, se recabaron los datos empíricos y las
aplicaciones de normativa internacional y de derecho interno argentino por parte de los siguientes
organismos: la Comisión para la Asistencia Integral y Protección del Refugiado y Peticionante de
Refugio del Ministerio Público de la Defensa (DGN), la Secretaría Ejecutiva de la Comisión Nacional
para los Refugiados (CONARE), la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los
Refugiados (ACNUR) y la Comisión Episcopal para la Pastoral de Migrantes e Itinerantes o
Fundación Comisión Católica Argentina de Migraciones (FCCAM).
 
  
  
  
 La cuestión se analizará desde una perspectiva de derecho internacional público, en particular, el
derecho internacional de los refugiados. Se abordará conforme el siguiente esquema: el principio
de reunificación familiar en el derecho internacional de los refugiados (II); la protección internacional
de los menores no acompañados o separados (III); el caso de los menores no acompañados o
separados en Argentina (IV); el procedimiento de determinación de la condición de refugiados en el
caso de menores no acompañados o separados (IV.A); el procedimiento de reunificación familiar de
los menores no acompañados o separados (IV.B); y conclusiones (V).



 
  
  
  
 II
 
  
  
  
 El principio de reunificación familiar en el derecho internacional de los refugiados
 
  
  
  
 La familia es universalmente reconocida como la unidad natural, fundamental y primordial para el
libre desarrollo de la personalidad de los individuos que integran una comunidad. Como tal, tiene
derecho a la protección y asistencia por parte de la sociedad y el Estado.
 
  
  
  
 El derecho internacional público contiene normas de protección de las familias, entre ellas, el
derecho internacional de los refugiados que recepta el principio de reunificación familiar. Este
proceso de rastreo de la familia y su reunificación difiere dependiendo del país que lo lleve a cabo.
Para que proceda la solicitud de reunificación familiar el solicitante debe poseer estatus de
refugiado.
 
  
  
  
 La Convención de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados(1) (en adelante, Convención de 1951)
define al refugiado como una persona que está fuera de su país de origen y tiene fundados temores
de ser perseguida por motivos de raza, religión, nacionalidad, pertenencia a determinado grupo
social u opiniones políticas. Inicialmente, dicha convención se había pensado solo para las víctimas
de los sucesos acaecidos en Europa hasta 1951, luego de la Segunda Guerra Mundial. 
 
  
  
  
 Debido a la creciente extensión del problema del desplazamiento por el mundo, en 1967 se amplía
el alcance de la definición de la Convención mediante el Protocolo sobre el Estatuto de los
Refugiados de 1967 (en adelante Protocolo de 1967)(2). Este instrumento elimina las limitaciones
geográficas y temporales contenidas en la Convención de 1951. 
 
  
  
  
 Ambos documentos sirvieron de inspiración a instrumentos regionales tales como la Convención
de la Organización de la Unidad Africana de 1969(3) y la Declaración de Cartagena sobre
Refugiados de 1984(4). Así, Estados de África y América Latina han ampliado la definición de la
Convención para incluir a personas que huyen de su país a causa de disturbios civiles, guerra o
violaciones masivas a los derechos humanos.
 



  
  
  
 Si bien ni la Convención de 1951 ni su Protocolo de 1967 receptan el principio de reunificación
familiar, este proviene de la interacción de la Convención con otras normas. Existen, además,
algunos principios de reunificación familiar aplicables específicamente a quien necesita protección
internacional, codificados en convenciones sobre los derechos de los niños en instrumentos
regionales de protección en Europa y América Central(5), y en disposiciones referentes a los
desplazados internos(6). El Comité Ejecutivo del ACNUR también se ha ocupado del tema de la
reunificación familiar de los refugiados en varias ocasiones(7).
 
  
  
  
 La Declaración de Cartagena de 1984 reconoce que la reunificación de las familias constituye un
principio fundamental en materia de refugiados(8). Este principio debe inspirar el régimen de
tratamiento humanitario en el país de asilo y las facilidades que se otorguen en los casos de
repatriación voluntaria.
 
  
  
  
 La Declaración de Principios del MERCOSUR sobre protección internacional de los Refugiados(9)
señala la necesidad de adoptar un enfoque amplio del reagrupamiento familiar, reconocido como
elemento indispensable para la estabilidad plena de los refugiados(10). En ese orden de ideas, el
Plan de Acción de Brasil(11) tiene dentro de sus objetivos reforzar el enfoque diferencial de edad,
género y diversidad, tanto en los procedimientos de determinación de la condición de refugiado
como en las decisiones sobre solicitudes de reunificación familiar, según corresponda.
 
  
  
  
 III
 
  
  
  
 La protección internacional de los menores no acompañados
 
  
  
  
 Cuando ocurren conflictos armados o desastres naturales, muchos niños quedan separados de
sus padres o de quienes los cuidan. Dado que su condición no queda clara de inmediato, en lugar
de "huérfanos" se los considera "niños no acompañados" o "niños separados". A fin de determinar
el alcance de la protección a nivel internacional y consensuar la terminología relacionada con la
materia, los representantes del Comité Internacional de la Cruz Roja, del Comité de Rescate
Internacional, Save the Children, Reino Unido, el Fondo de las Naciones Unidas para la Infancia
(UNICEF), de ACNUR y de World Vision International desarrollaron un documento denominado
"Directrices Generales Inter-Agenciales"(12). Ese documento brinda las siguientes definiciones:
 
  
  



  
 – Niño: persona menor de 18 años de edad, a menos que, de acuerdo con las leyes nacionales
aplicables al niño, se obtenga antes la mayoría de edad(13) (Convención de los Derechos del Niño,
art. 1º).
 
  
  
  
 – Niños o menores separados: aquellos separados de ambos padres o de su anterior tutor legal o
la persona que acostumbra cuidarlos, pero no necesariamente de otros parientes. Esta categoría,
entonces, incluye a niños acompañados por otros adultos de su familia.
 
  
  
  
 – Niños o menores no acompañados: quienes han quedado separados de ambos padres y otros
parientes, y no están al cuidado de un adulto que, por ley o por costumbre, es responsable de
hacerlo.
 
  
  
  
 – Huérfanos: niños cuyos padre y madre se sabe que han muerto. Sin embargo, en algunos
países, a un niño que ha perdido a uno de sus padres también se lo considera huérfano.
 
  
  
  
 Cuando un individuo huye de su país por temor fundado a una persecución, y, en particular,
cuando quien huye es un menor no acompañado o separado, es necesario que la comunidad
internacional le brinde refugio. Esa separación de la familia puede ser una separación accidental
como consecuencia natural de la huida, o una separación deliberada por motivos de falta de
comida, violencia doméstica u otros abusos, falta de acceso a la educación, entre otros. Esos niños
no acompañados o separados se encuentran en una especial situación de vulnerabilidad, en
particular, los menores de cinco años. 
 
  
  
  
 El Comité de los Derechos del Niño aborda con frecuencia en sus observaciones finales aspectos
relacionados con los menores no acompañados o separados de sus familias(14). En muchos
países, se rehúsa sistemáticamente la entrada de los menores no acompañados o separados de su
familia, o son detenidos por funcionarios de los servicios de fronteras o de inmigración. En otros
casos, son admitidos, pero se les deniega el acceso a los procedimientos de solicitud de asilo o sus
solicitudes no se tramitan de forma que se tengan en cuenta su edad y sexo. En algunos países se
prohíbe a los menores no acompañados o separados que han sido reconocidos como refugiados
solicitar la reunificación familiar; en otros se permite la reunificación, pero se imponen unas
condiciones tan restrictivas que resulta prácticamente imposible de llevarse a cabo. Son también
muchos los menores que disfrutan de un régimen solo temporal que finaliza al cumplir los 18 años
y, alcanzada esa edad, se encuentran con que existen muy pocos programas eficaces de retorno. 
 
  
  



  
 El art. 22 de la Convención sobre los Derechos del Niño impone a los Estados la obligación de
adoptar las medidas necesarias para lograr que los niños que hayan sido reconocidos como
refugiados o estén tramitando la solicitud a fin de obtener el estatuto gocen de la protección y
asistencia humanitaria adecuada para el disfrute de los derechos reconocidos en dicha Convención
o en otros instrumentos internacionales de derechos humanos(15). Asimismo, los Estados deben
cooperar con las Naciones Unidas y demás organizaciones intergubernamentales competentes u
organizaciones no gubernamentales que cooperen con las Naciones Unidas en la tarea de proteger
a todo niño refugiado y en la tarea de localizar a sus padres u otro familiar a fin de poder
eventualmente asegurar la reunificación familiar(16).
 
  
  
  
 El ACNUR le da prioridad a la tarea de reunir a los niños con sus padres, parientes o tutores
apropiados(17). Los niños y adolescentes tienen la necesidad especial de un entorno familiar
estable para garantizar el desarrollo de sus destrezas personales y sociales. La reunificación
familiar, no obstante, puede no siempre ser la mejor solución para el niño o adolescente.
Reconociendo que puede haber tensiones y situaciones disfuncionales con el potencial de que se
den abusos y abandono, es importante asegurar que "el interés superior" del niño sea lo que
prevalezca. Se requiere, entonces, de una valoración cualitativa de la relación entre el niño y sus
padres o con la persona encargada de su cuidado para determinar si tales adultos podrán ofrecer la
orientación, el apoyo y los cuidados emocionales necesarios.
 
  
  
  
 El concepto de "protección" se refiere a todas las actividades destinadas a asegurar el total respeto
de los derechos del individuo –en este caso, un niño–. Hay, esencialmente, tres tipos
complementarios de acción para ayudar a los niños no acompañados o separados: 
 
  
  
  
 1. acción preventiva destinada a prevenir, poner fin y aliviar los efectos inmediatos de un
determinado patrón de abuso;
 
  
  
  
 2. acción de recuperación destinada a restaurar condiciones de vida dignas mediante la
rehabilitación, restitución y reparación;
 
  
  
  
 3. construcción del ambiente, con el fin de crear y consolidar un ambiente político, institucional,
legal, social, cultural y económico, que lleve al total respeto de los derechos del individuo.
 
  
  
  
 Es sabido que miles de niños no acompañados o separados huyen diariamente de sus países,



pero solo algunos de ellos reciben la protección que les otorga el estatuto del refugiado. Los niños
no acompañados o separados que obtuvieron el estatuto de refugiado pueden reunirse con su
familia. Tales niños se encuentran en más riesgo que los otros refugiados. Sus padres o cuidadores
puede que aún se encuentren en el país de origen o incluso en un tercer país. Además, han
perdido la protección de su propio gobierno. Las necesidades de los niños refugiados no
acompañados o separados son las mismas que las de los otros niños no acompañados o
separados no refugiados. No obstante, se deben considerar los siguientes temas especiales:
 
  
  
  
 – Los niños no acompañados o separados que solicitan el estatuto de refugiado deben ser
admitidos en el país de asilo.
 
  
  
  
 – Los niños solicitantes de asilo o refugiados no deben ser detenidos. Sin embargo, en situaciones
en las que son detenidos, esta detención debe ser usada como una medida de último recurso y
debe durar el menor tiempo posible. 
 
  
  
  
 – Al evaluar una solicitud individual de asilo de un menor, se deben tomar en cuenta los siguientes
aspectos: su edad y puntos de vista, haciendo hincapié en la necesidad particular de contar con la
evaluación de un experto; el nombramiento de un representante legal, así como un tutor que
promueva una decisión basada en el interés superior del niño, y el reconocimiento de que al menor
se le debe dar el beneficio de la duda si existiera alguna preocupación sobre la credibilidad de su
historia.
 
  
  
  
 – En los casos de movimientos de refugiados a gran escala, en los que no es posible hacer la
determinación individual del estatuto de los refugiados, los Estados pueden otorgar el estatuto de
refugiados a todos los integrantes de un grupo particular. En tales circunstancias, todos los niños
no acompañados o separados tienen derecho a recibir el estatuto de refugiados al igual que los
demás miembros del grupo.
 
  
  
  
 – Los casos de niños a quienes no se les ha concedido el estatuto de refugiados después de haber
atravesado todo el proceso de determinación de la condición de refugiado, incluyendo la etapa de
apelación. 
 
  
  
  
 – Se debe considerar el regreso al país de origen cuando la reunificación es factible; o cuando,
después de consultar a las autoridades responsables en el país de origen, un adulto o una
organización gubernamental o no gubernamental apropiada haya aceptado proporcionar protección



y cuidado inmediato después del arribo.
 
  
  
  
 Los niños refugiados no acompañados que permanecen acogidos por familias en el país de asilo
encaran un riesgo incrementado de explotación y negación de derechos básicos. El monitoreo es
particularmente difícil en tales circunstancias. Además, colocarlos con familias en el país de asilo
entorpece las oportunidades del regreso a casa una vez que la repatriación se hace posible. Es
fundamental que se hagan esfuerzos en las primeras etapas por identificar a los niños refugiados
no acompañados que se encuentran acogidos por familias en el país de asilo, se inicien los pasos
para legitimar su situación civil, en colaboración con el ACNUR y las autoridades responsables, se
monitoree de forma cercana la situación de los niños refugiados no acompañados que residen con
familias sustitutas y se promueva la ubicación de los niños en su misma comunidad refugiada,
desalentando los hogares de guarda en el país de asilo.
 
  
  
  
 Al igual que para todos los niños, la reunificación familiar debería ser prioritaria para el niño
refugiado separado, ya sea en el país de asilo, en el país de origen por medio de la repatriación
voluntaria o en un tercer país. La decisión de regresar a un niño a su país de origen para la
reunificación familiar debe estar de acuerdo con su interés superior. Cada caso debe ser revisado
de forma individual balanceando la necesidad de la reunificación familiar con la siguiente lista no
taxativa de factores: condiciones en el lugar de retorno propuesto en el país de origen en términos
de la amenaza a la seguridad física del niño y el riesgo de persecución; condiciones en el país de
asilo; los deseos del niño; la calidad del cuidado en el país de asilo; cuando se han ubicado en el
país de origen parientes que no sean los padres o los tutores, se debe tener cuidado antes de
proceder a esta reunificación familiar, que podría traer como consecuencia una separación
permanente del niño y sus padres o tutores.
 
  
  
  
 Si no es posible la reunificación a pesar de todos los esfuerzos, la mejor solución será encontrar
una ubicación alternativa del niño en el país de origen siempre y cuando no hayan ocurrido cambios
fundamentales que hacen imposible la repatriación. Es esencial una cuidadosa planificación y un
monitoreo del traslado, recepción y arreglos para el cuidado del niño. Toda la documentación
pertinente debe acompañar al niño. Solo si no se consiguiera cuidado adecuado para el niño en su
país de origen, se podrá considerar ubicarle en una familia adoptiva en otro país, ya sea mediante
integración local en el país de asilo o reasentamiento en un tercer país, por ejemplo, mediante la
adopción internacional. Esta debe tener lugar solo si no es factible en el futuro cercano la
repatriación voluntaria al país de origen en condiciones de seguridad y dignidad, y las opciones en
ese país no favorecerán el bienestar del niño.
 
  
  
  
 En el ámbito interamericano la Corte Interamericana de los Derechos Humanos (en adelante Corte
IDH) se ha pronunciado sobre los procedimientos para identificar necesidades de protección
internacional de niños migrantes, a fin de adoptar medidas de protección especial(18). Entre esas
medidas, la Corte IDH consideró que el procedimiento de evaluación inicial debería contar con
mecanismos efectivos, cuyo objetivo sea obtener información tras la llegada de la niña o niño al



lugar, puesto o puerto de entrada o tan pronto como las autoridades tomen conocimiento de su
presencia en el país, para determinar su identidad y, de ser posible, la de sus padres y hermanos, a
fin de transmitirla a las entidades estatales encargadas de evaluar y brindar las medidas de
protección, de conformidad con el principio del interés superior de la niña o del niño. 
 
  
  
  
 La Corte IDH consideró que el mecanismo procedimental que los Estados adopten tras el arribo de
los menores, aparte de ofrecer ciertas garantías mínimas, debe tener como meta los siguientes
objetivos básicos: (i) tratamiento acorde a su condición de niño, en caso de duda sobre la edad, su
evaluación y determinación. Cuando no sea posible llegar a una determinación certera de la edad,
debe considerarse que se trata de un menor y brindarle un tratamiento acorde; (ii) determinación de
si se trata de un niño no acompañado o separado; (iii) determinación de la nacionalidad del menor
o, en su caso, de su condición de apátrida; (iv) obtención de información sobre los motivos de su
salida del país de origen, de su separación familiar si es el caso, de sus vulnerabilidades y cualquier
otro elemento que evidencie o niegue su necesidad de algún tipo de protección internacional; y (v)
adopción, en caso de ser necesaria y pertinente de acuerdo con el interés superior del niño, de
medidas de protección especial. Estos datos deberían recabarse en la entrevista inicial y registrarse
adecuadamente, de modo tal que se asegure la confidencialidad de la información.
 
  
  
  
 Con el propósito de asegurar un acceso a la justicia en condiciones de igualdad, garantizar un
efectivo debido proceso y velar por que el interés superior del niño haya sido una consideración
primordial en todas las decisiones que se adopten, los Estados deben garantizar que los procesos
administrativos o judiciales en los que se resuelva acerca de derechos de los menores estén
adaptados a sus necesidades y sean accesibles para ellos. Sobre esta base, la Corte IDH se refirió
a los siguientes aspectos: (i) el derecho a ser notificado de la existencia de un procedimiento y de la
decisión que se adopte en el marco del proceso migratorio; (ii) el derecho a que los procesos
migratorios sean llevados por un funcionario o juez especializado; (iii) el derecho del niño a ser oído
y a participar en las diferentes etapas procesales; (iv) el derecho a ser asistido gratuitamente por un
traductor y/o intérprete; (v) el acceso efectivo a la comunicación y asistencia consular; (vi) el
derecho a ser asistido por un representante legal y a comunicarse libremente con dicho
representante; (vii) el deber de designar a un tutor en caso de menores no acompañados o
separados; (viii) el derecho a que la decisión que se adopte evalúe el interés superior de la niña o
del niño y sea debidamente fundamentada; (ix) el derecho a recurrir la decisión ante un juez o
tribunal superior con efectos suspensivos; y (x) el plazo razonable de duración del proceso.
 
  
  
  
 Los espacios de alojamiento deben respetar el principio de separación y el derecho a la unidad
familiar, de modo tal que, si se trata de niños no acompañados o separados, deben alojarse en
sitios distintos del que corresponde a los adultos. En cambio, si se trata de niños acompañados,
deben alojarse con sus familiares, salvo que lo más conveniente sea la separación en aplicación del
principio del interés superior del niño y, además, asegurar condiciones materiales y un régimen
adecuado para los menores en un ambiente no privativo de libertad.
 
  
  
  



 En suma, la Corte IDH estableció que los menores migrantes requieren del Estado receptor una
actuación específicamente orientada a la protección prioritaria de sus derechos, que debe ser
definida según las circunstancias particulares de cada caso concreto, es decir, si se encuentran
junto con su familia, separados o no acompañados, y atendiendo a su interés superior. A tal fin, los
Estados, en cumplimiento de sus obligaciones internacionales en la materia, deben diseñar e
incorporar en su ordenamiento interno un conjunto de medidas no privativas de libertad para ser
ordenadas y aplicadas mientras se desarrollan los procesos migratorios que propendan de forma
prioritaria a la protección integral de los derechos del niño, de conformidad con las características
descriptas, con estricto respeto de sus derechos humanos y al principio de legalidad.
 
  
  
  
 IV
 
  
  
  
 El caso de los menores no acompañados en Argentina
 
  
  
  
 Conforme lo establece el Preámbulo de la Constitución Nacional, la República Argentina es un país
abierto a quien quiera habitar el suelo argentino. En materia de refugiados, desde 1961 es Parte en
la Convención de Ginebra de 1951 sobre el Estatuto de los Refugiados y su Protocolo Adicional de
1967, y, por lo tanto, asumió obligaciones internacionales en materia de protección de refugiados.
Estos son a su vez complementados por otros instrumentos internacionales de derechos humanos
que estructuran un sistema de protección internacional de los derechos humanos de solicitantes de
asilo y refugiados. 
 
  
  
  
 A fines del año 2006 se sancionó la Ley General de Reconocimiento y Protección al Refugiado
26.165, primera ley argentina de protección de refugiados que significó un avance normativo y
cualitativo en la materia, y ha sido considerada como un aporte fundamental y una ley modelo en la
región. Esta norma contiene una definición amplia en relación con la legislada en la Convención de
1951 sobre el Estatuto de los Refugiados y en el Protocolo Adicional de 1967, a saber: puede
solicitar refugio cualquier persona que padezca "â€¦ amenazas provocadas por la violencia
generalizada, agresión extranjera, los conflictos internos, la violación masiva de los derechos
humanos u otras circunstancias que hayan perturbado gravemente el orden público". 
 
  
  
  
 En suma, la ley 26.165 establece que la protección de los peticionantes de refugio y de quienes
obtienen el estatus de refugiados se rige por el derecho internacional de los derechos humanos, la
Convención de 1951 y su Protocolo de 1967 y lo dispuesto en esa ley. Las normas y principios de
protección contenidos en dicha norma son aplicables desde que la persona se encuentra bajo
jurisdicción argentina y se extiende hasta que cese el estatus de refugiado o se le deniegue dicho
estatus. Asimismo, se aplican el principio del trato más favorable y, en ningún caso, menos
favorable que el concedido a otros extranjeros en las mismas circunstancias.



 
  
  
  
 Esta norma recepta el principio de la unidad familiar. El art. 6º de la ley 26.165 recepta ese
principio disponiendo la extensión del derecho a la unidad familiar en los siguientes términos: "Los
efectos del reconocimiento de la condición de refugiado se aplicarán por extensión, a su cónyuge o
a la persona con la cual el refugiado se halle ligado en razón de afectividad y de convivencia,
ascendientes, descendientes y colaterales en primer grado que de él dependan económicamente.
Las autoridades competentes resolverán las solicitudes en cada caso y de manera fundada,
teniendo en cuenta el derecho vigente, las necesidades invocadas por los solicitantes y los valores
culturales de sus países de origen. La decisión que rechace una solicitud basada en la aplicación
del principio de la unidad familiar no podrá fundarse en la falta de reconocimiento legal de las
relaciones invocadas".
 
  
  
  
 El primer órgano de determinación del estatus de refugiado que existió en la Argentina fue el
Comité de Elegibilidad para los Refugiados (C.E.Pa.Re.)(19) con competencia para resolver, en
primera instancia, los aspectos relativos a la determinación del estatuto del refugiado. Con la
sanción de la ley 26.165 su competencia fue temporalmente prorrogada(20) hasta la conformación
definitiva de la CONARE(21). Esa comisión fue creada en el ámbito del Ministerio del Interior y está
conformada por un representante de ese ministerio; el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto;
el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos; el Ministerio de Desarrollo Social; el Instituto
Nacional contra la Discriminación, el Racismo y la Xenofobia (INADI) y el ACNUR y una
organización no gubernamental. Estos últimos dos organismos participan de la comisión con voz,
pero sin voto.
 
  
  
  
 La CONARE tiene competencia para resolver, en primera instancia, sobre el reconocimiento y la
cesación de la condición de refugiado(22) y el otorgamiento de autorización para las solicitudes de
ingreso al país por motivo de reunificación familiar y reasentamiento(23). Asimismo, posee
facultades para convocar a autoridades nacionales, provinciales y municipales a fin de proponer la
coordinación de acciones conducentes al cumplimiento de los objetivos de esta ley y, en particular,
en lo que concierne a la protección de los derechos de los refugiados para acceder al trámite de
solicitud de reconocimiento del estatuto de refugiados; la asistencia de los refugiados y sus
familiares y su inserción en la vida social y económica del país(24). 
 
  
  
  
 La Secretaría Ejecutiva de la CONARE funciona en el ámbito de la Dirección Nacional de
Migraciones e instruye los expedientes de solicitudes de estatuto de refugiados, mantiene
entrevistas individuales con los solicitantes y elabora un informe técnico no vinculante respecto de
cada solicitud. Su funcionamiento interno se encuentra regulado mediante la resolución 800/09 del
Ministerio del Interior.
 
  
  
  



 Desde la creación del C.E.Pa.Re. en 1985 hasta la actualidad, la República Argentina recibió más
de 13.000 solicitudes de estatuto de refugiados y otorgó tal estatus en 3400 casos. En los últimos
cinco años, los refugiados provienen mayoritariamente de Colombia, Haití y países africanos. Estos
huyen de la violencia que atraviesan sus países, ya sea por conflictos armados internos como por
disputas étnicas o persecuciones políticas, ante la amenaza de ver vulnerados sus derechos
humanos fundamentales. 
 
  
  
  
 Por su parte, en el Ministerio Público de la Defensa funciona la Comisión para la Asistencia Integral
y Protección al Refugiado y Peticionante de Refugio(25). En su ámbito, funcionan los siguientes
programas:
 
  
  
  
 1) Programa de Tutela, Representación Legal y Acompañamiento de Niños, Niñas y Adolescentes
Refugiados y Solicitantes de Refugio(26). Por medio de este programa se interviene en todas las
etapas del procedimiento para la determinación de la condición de refugiado de los menores no
acompañados o separados de sus familias, realizando un acompañamiento y seguimiento integral
del niño por parte del personal de la Comisión afectado a dichas tareas. Por su parte, el tutor a
cargo de la Tutoría Pública Nº 1 asume su tutela y representación legal;
 
  
  
  
 2) Programa de Asesoramiento y Representación Legal para Personas Refugiadas y Solicitantes
del Reconocimiento de la Condición de Refugiados(27). Este programa tiene como fin brindar
asesoramiento y representación legal a toda persona que solicite el reconocimiento de la condición
de refugiado;
 
  
  
  
 3) Asistencia a personas refugiadas y solicitantes del reconocimiento de dicha condición que se
encuentran privadas de la libertad(28). Esta resolución se dictó a fin de instruir a los Defensores
Públicos Oficiales y a los Defensores ad hoc a cargo de dependencias del Ministerio Público de la
Defensa para que, toda vez que tomen conocimiento de que una persona refugiada o solicitante del
reconocimiento de dicha condición se encuentra privada de la libertad, arbitren los medios a su
alcance para evitar que se practique la notificación a las autoridades consulares del país de su
nacionalidad y notifiquen sin demora dicha situación a la Comisión; y
 
  
  
  
 4) Patrocinio jurídico gratuito en procesos de ciudadanía iniciados por personas refugiadas y
solicitantes del reconocimiento de dicha condición(29). Por medio de este programa la Defensora
General de la Nación facultó a la Comisión a brindar patrocinio jurídico gratuito en los procesos de
ciudadanía iniciados por personas refugiadas o solicitantes del reconocimiento de dicha condición
cuando les sea requerida dicha intervención.
 
  



  
  
 La ley 26.061(30) de protección integral de los derechos de los niños y adolescentes garantiza a
los menores refugiados que se encuentren en el territorio de la República Argentina el goce,
ejercicio pleno, efectivo y permanente de los derechos consagrados en dicha norma. Entre ellos
cabe destacar el art. 10, el cual dispone: "â€¦ Los Organismos del Estado deben facilitar y colaborar
en la búsqueda, localización u obtención de información, de los padres u otros familiares de las
niñas, niños y adolescentes facilitándoles el encuentro o reencuentro familiarâ€¦".
 
  
  
  
 Quienes acrediten su estatus de refugiados en la República Argentina con Certificado de
Radicación expedido por la DNM en el cual conste el estatus de Refugiado, incluidos los menores
no acompañados, podrán tramitar su primer DNI ante el RENAPER(31). La condición de refugiado
les permitirá gozar del beneficio de exención de pago de la tasa. 
 
  
  
  
 La ley 25.871 de migraciones dispone que el Estado argentino asegurará el acceso igualitario a los
inmigrantes y sus familias en las mismas condiciones de protección, amparo y derechos de los que
gozan los nacionales. No podrá negárseles o restringírseles en ningún caso el acceso al derecho a
la salud, la asistencia social o atención sanitaria a los extranjeros que lo requieran, cualquiera sea
su situación migratoria. Su art. 3º recepta el principio de reunificación familiar. Las normas
migratorias tienen carácter supletorio respecto de la normativa de protección del refugiado(32). La
Dirección Nacional de Migraciones (DNM), como autoridad de aplicación, ha adoptado una serie de
disposiciones relativas al ingreso/egreso de niños:
 
  
  
  
 – La necesaria coordinación con los organismos nacionales, provinciales y/o municipales
encargados de brindar asistencia y protección a la niñez, su efectiva intervención respecto a los
menores de edad no acompañados, en tanto sujetos pasivos de los delitos de orden migratorio,
trata de personas y delitos conexos(33). 
 
  
  
  
 – A los menores de edad que no hubieren cumplido los TRECE (13) años que no viajen
acompañados o no sean aguardados por quien o quienes ejercen la responsabilidad parental o por
un tercero autorizado, ya sea que no porte autorización de quien o quienes ejercen la
responsabilidad parental para ser acompañado o aguardado por un tercero; o, a pesar de portar la
autorización mencionada, no sea efectivamente acompañado o aguardado por el tercero que
conste en la autorización, se procederá:
 
  
  
  
 1) a otorgarles una Autorización Provisoria de Permanencia cuando se trate de extranjeros
residentes transitorios, se dará intervención a las autoridades de seguridad con jurisdicción en el
lugar de ingreso, para que informe de esta circunstancia a la autoridad judicial con competencia en



minoridad, quien resolverá en consecuencia, labrándose acta de entrega; y
 
  
  
  
 2) perfeccionar el ingreso al país cuando se trate de argentinos, extranjeros residentes
permanentes o temporarios o residentes precarios, dándoles intervención a las autoridades de
seguridad con jurisdicción en el lugar de ingreso para que informen de esta circunstancia a la
autoridad judicial con competencia en minoridad, quien resolverá en consecuencia, labrándose el
acta(34).
 
  
  
  
 En el caso del menor adolescente se estableció la necesidad del consentimiento expreso del
menor adolescente, requerido por el art. 645, último párrafo, del cód. civil y comercial de la Nación,
el cual se tendrá por materializado con su presentación voluntaria ante la autoridad encargada de
efectuar el control migratorio al momento del egreso. En todos los casos, cuando al momento de
efectuarse el control migratorio en el ingreso o egreso el funcionario actuante tuviera sospechas
fundadas respecto de la autorización, teniendo en cuenta el interés superior del niño, se deberá dar
inmediata intervención a la Policía Migratoria Auxiliar, a la autoridad judicial competente y al
Ministerio Público Pupilar. 
 
  
  
  
 A nivel provincial y local, las constituciones y legislaciones también tutelan los derechos de los
niños, sea que se encuentren no acompañados o separados. Esta normativa resulta de aplicación a
los menores que residan en forma habitual en la jurisdicción de que se trate.
 
  
  
  
 Asimismo, el Protocolo para la protección, asistencia y búsqueda de soluciones duraderas para los
niños no acompañados o separados de sus familias en busca de asilo (en adelante, Protocolo de
Atención) tiene como objetivos, entre otros: 1) satisfacer las necesidades de protección y cuidado
de los niños no acompañados o separados de sus familias que buscan protección internacional en
el país; 2) lograr un mayor entendimiento de las necesidades de protección y asistencia de esos
niños y contribuir a una mayor comprensión de los roles y responsabilidades de las distintas
instancias involucradas en su atención; y 3) incorporar asuntos no previstos por la ley 26.165.
 
  
  
  
 El Protocolo de Atención es un plan de acción de prevención y respuesta interagencial adoptado
en el ámbito interno, para asegurar y garantizar de forma efectiva los derechos humanos de los
beneficiarios. Aquel es aplicable dentro del territorio o en cualquier lugar sujeto a la jurisdicción
argentina, respecto de todo niño extranjero no acompañado o separado o huérfano, que pudiera
necesitar protección internacional como refugiado o la obtención de alguna forma complementaria
de protección. 
 
  
  



  
 IV.A. Procedimiento de determinación de la condición de refugiados en el caso de menores no
acompañados o separados
 
  
  
  
 El Protocolo de Atención incluye un procedimiento de asilo diferenciado para niños no
acompañados o separados. Cuando un menor no acompañado o separado se presenta ante la
CONARE, el primer paso que realizan sus autoridades es indagar si el niño tiene alojamiento. Si
esto es así, se notifica de tal circunstancia a la Comisión, al Consejo de Niñas, Niños y
Adolescentes y al Defensor de Menores e Incapaces de Turno, quien se encargará de promover el
inicio de medidas precautorias ante un juez de familia. El juez, entre otras medidas (informes
socioambientales, psicofísicos) le designa un tutor. A partir de ese momento, el tutor se convierte
en el representante legal del menor en el procedimiento de elegibilidad y, además, contribuye a la
búsqueda de soluciones transitorias (guarda, adopción) o duraderas (integración local, repatriación
voluntaria o reasentamiento en un tercer país) teniendo en miras, siempre, el interés superior del
niño. Si el menor no posee alojamiento, los organismos notificados deberán gestionarle una
vacante en un hogar de la ciudad de Buenos Aires. El emplazamiento en hogares de estos niños, a
veces, se dificulta por factores tales como edad, idioma, estilo de vida, traumas pasados, etc. Estos
niños suelen no adaptarse a los límites horarios impuestos por el hogar respecto de la entrada y la
salida. Son niños que poco tienen en común con los niños argentinos que residen en tales hogares.
 
  
  
  
 El siguiente paso es identificar al menor no acompañado o separado. El primer obstáculo reside en
comprobar que la edad del solicitante de refugio es la que se declara. Resulta de suma importancia
no emplazar en hogares a personas adultas. La labor llevada adelante para determinar la edad del
solicitante de refugio no es fácil, ya que difiere según el país de origen la forma en que se registran
los nacimientos. Muchos niños saben su edad pero no su fecha de nacimiento(35). Para identificar
al menor es necesario conocer su nombre. Muchos menores no saben leer y escribir en su idioma.
Pronuncian su nombre y se lo asienta del modo que se lo entiende. Puede ocurrir que, con
posterioridad, las autoridades reciban copia de los documentos del niño, en cuyo caso rectificarán
el nombre conforme conste en la documentación del país de origen. No se presenta este problema
si el menor tiene en su poder documentos que prueben su identidad. Una vez resuelto el
alojamiento del menor e identificado, se procede a determinar si ese niño requiere protección como
refugiado. Si, prima facie, se establece que el niño posee un temor fundado de ser perseguido o
cuando existen elementos objetivos que hacen inferir que su caso se encuadra dentro de la
definición legal de refugiado, aun cuando el niño no pueda expresar su temor concreto, se refiere el
caso de ese menor al procedimiento ante la CONARE.
 
  
  
  
 La CONARE procesa las solicitudes de asilo presentadas por niños no acompañados o separados
de sus familias en forma prioritaria y de manera apropiada a la edad, a través de un procedimiento
de asilo diferenciado. Salvo razones fundadas que justifiquen una prórroga, adopta la resolución
sobre la solicitud de asilo antes de transcurridos seis meses, contados desde la fecha de
notificación a la Secretaría Ejecutiva de la designación del tutor. Es imprescindible que el menor
cuente con un tutor para que pueda ser citado a una entrevista. Al demorarse tal designación ni
CONARE ni DGN pueden entrevistar al menor, y el procedimiento se dilata(36). El tutor cumple un
rol importante en el procedimiento de asilo porque ayuda al niño a presentar su caso y lo



representa legalmente ante la CONARE y en las instancias administrativas o judiciales posteriores;
ofrece pruebas conducentes a la determinación de los hechos alegados; acompaña al menor
durante la(s) entrevista(s); presenta alegatos o los recursos administrativos o acciones judiciales
necesarios.
 
  
  
  
 Oportunamente, y una vez que la Secretaría Ejecutiva es informada de la aceptación de la tutela
judicialmente designada, programa una entrevista con el niño, que es conducida por un oficial de
elegibilidad del sexo elegido por el menor. Durante esa entrevista el niño es acompañado por el
tutor y/o el representante autorizado previamente por este. La entrevista se realiza en un espacio
adecuado que resguarda la confidencialidad. Cuando las circunstancias lo ameritan y en
observancia del interés superior del niño, la Secretaría ofrece al niño la posibilidad de posponerla
hasta tanto se encuentre en condiciones de afrontarla. El oficial de elegibilidad explica el
procedimiento y cómo se procede durante la entrevista, asegurándose de que el niño comprenda.
Adecúa el método de entrevista y la formulación de preguntas a la edad y madurez del niño.
 
  
  
  
 Con relación a la prueba, la Secretaría Ejecutiva de oficio o a pedido del tutor dispone la
producción de prueba respecto de los hechos invocados y conducentes a la decisión, fijando el
plazo para su producción y su ampliación, si correspondiere. Por su parte, el tutor ofrece toda la
prueba pertinente en la primera oportunidad de que disponga y preferentemente antes de la
entrevista. Tras la primera entrevista, puede ampliar el ofrecimiento de prueba.
 
  
  
  
 Concluida la instrucción y en forma previa al informe final no vinculante, la Secretaría Ejecutiva
corre vista del expediente al tutor por un plazo de 15 días para que alegue sobre los méritos de la
solicitud. Si el informe final contiene indicadores de la entrevista, la Secretaría confeccionará un
informe de entrevista y lo comparte con el tutor. El alegato presentado por el tutor es elevado a la
CONARE junto con el informe técnico preparado por la Secretaría. Este informe considera y reseña
lo alegado por el tutor. 
 
  
  
  
 Si la CONARE determina que el niño no califica como refugiado puede recomendar a la DNM que
considere especialmente el caso del menor, a la luz de su situación actual y/o pasada. Esto a los
efectos de que sea otorgada una residencia temporaria por razones humanitarias.
 
  
  
  
 IV.B. Procedimiento de reunificación familiar de los menores no acompañados o separados 
 
  
  
  
 La reunificación familiar puede ser solicitada por el peticionante de refugio como por el refugiado.



Sin embargo, la reunificación procede solo cuando la persona ha obtenido estatuto de refugiado. En
muchos casos se obtiene tal estatus simultáneamente con la reunificación familiar. El peticionante
de refugio o refugiado solicita la reunificación ante la CONARE, informando cuáles son los
familiares con los que procedería la reunificación. A tal fin es necesario que presente
documentación que acredite el vínculo con los familiares, tales como partidas de nacimiento,
matrimonio y documentos de viaje válidos y vigentes. En el caso de menores y no siendo los
progenitores quienes solicitan la reunificación, deberán presentar además la autorización de viaje
de por lo menos un padre, en la que surja expresamente su voluntad de que su hijo se traslade a
Argentina. La CONARE resolverá la solicitud de manera fundada, teniendo en cuenta el derecho
vigente, las necesidades invocadas por los solicitantes y los valores culturales de sus países de
origen. Si la decisión es afirmativa, se otorgará al solicitante y al grupo familiar un documento
provisorio que le permita permanecer legalmente en el territorio nacional y desempeñar tareas
remuneradas y acceder a los servicios y beneficios básicos sociales, de salud y educación.
También tendrán derecho a la obtención de un documento de identidad que les permita ejercer
plenamente sus derechos civiles, económicos, sociales y culturales. A fin de que los familiares no
tengan dificultades para viajar al país, la CONARE en conjunto con la Organización Internacional
para las Migraciones (OIM) y el ACNUR les otorgan asistencia económica, facilitan acompañantes
de viaje, entre otras.
 
  
  
  
 La decisión que rechace una solicitud basada en la aplicación del principio de la unidad familiar no
podrá fundarse en la falta de reconocimiento legal de las relaciones invocadas. En ningún caso se
concederá asilo por extensión a persona alguna que haya incurrido en alguna de las causales
previstas(37) en la ley 26.165.
 
  
  
  
 Actualmente hay un único caso de un niño no acompañado debido al fallecimiento de su madre
cuando llegaron a la Argentina(38). Hay varios casos de niños separados. Si es refugiado, la familia
viene para Argentina. Ello, por aplicación del principio de no devolución(39) y la improbabilidad de
que el refugiado se encontrara en una situación de riesgo en nuestro país. El interés superior del
niño y el derecho del menor a ser oído tornan indispensable la actuación del tutor.
 
  
  
  
 Una vez obtenido el estatuto de refugiado y autorizada la reunificación familiar, el menor es
acompañado por el personal de la DGN a Cancillería, para gestionar la visa de los familiares.
Puede ocurrir que los familiares viajen a Argentina antes de estas gestiones y se incorporen a la
solicitud del refugiado. 
 
  
  
  
 Con respecto a la reunificación en un tercer Estado, existen acuerdos de reasentamiento en caso
de nacionales colombianos en Ecuador. Estos acuerdos no fueron exitosos. 
 
  
  
  



 En 2018, la atención de la CONARE y la DGN se centra en Venezuela. Diariamente se reciben
presentaciones de niños venezolanos con sus familiares que solicitan el estatuto de refugiados.
Niños que no pueden acreditar el vínculo familiar con quienes los acompañan. Tales situaciones
pueden derivar en distintos escenarios, entre otros, que sean los últimos de sus familias en
radicarse en el país o posibles casos de tráfico de niños. 
 
  
  
  
 El Protocolo de Atención prevé que se realice una búsqueda de la familia. Se realiza una
investigación para encontrar a los miembros de la familia del niño o sus cuidadores legales o
consuetudinarios. La búsqueda se debe realizar lo más rápido posible. Y resulta importante para
restaurar los lazos familiares, aun cuando no sea posible la reunificación familiar inmediata. La
búsqueda debe ser proactiva; pero debe priorizarse la seguridad del menor y su familia. Debe evitar
poner en peligro la vida del niño y su familia, y, de existir tal riesgo, la búsqueda debe ser
postergada. La búsqueda no debe ser abandonada a menos que hayan fallado todos los esfuerzos
razonables por encontrar miembros de la familia.
 
  
  
  
 La Agencia Central de Búsquedas del Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR)(40) interviene
el procedimiento de reunificación familiar dirigiendo y coordinando todas las actividades relativas a
restaurar los lazos familiares, reunificar familias y buscar personas perdidas, realizado por la red
internacional de las Sociedades de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja. 
 
  
  
  
 La búsqueda de los familiares del niño puede realizarse con el apoyo del Movimiento Internacional
de la Cruz Roja y de la Media Luna Roja. El Movimiento Internacional de la Cruz Roja y de la Media
Luna Roja actúan cuando los medios habituales de comunicación (líneas telefónicas, medios
electrónicos y servicios postales) no funcionan y las personas no pueden ponerse en contacto con
sus familiares. Las situaciones en que puede solicitarse ayuda al Movimiento se clasifican en tres
grupos: conflicto armado o disturbios internos y sus consecuencias directas; catástrofe natural o
desastre de otra índole y situaciones diversas en que hay necesidades humanitarias. 
 
  
  
  
 Cuando cualquiera de los actores tuviera conocimiento de la intención del niño de localizar a su
familia, referirá el caso a la DGN. Luego de una entrevista, la DGN referirá el caso al CICR, que
actuará de acuerdo a los principios de su mandato, así como a los criterios y metodología de su
Protocolo para la búsqueda de familiares.
 
  
  
  
 A continuación se detallan las estadísticas recolectadas correspondientes a los menores no
acompañados en Argentina:
 
  
  



  
 En la tabla 1 se señala la cantidad de niños no acompañados o separados que fueron tutelados
durante los años 2010 a 2015.
 
  
  
  
 Tabl 1:
 
  
  
  
 Menores no acompañados o separados  bajo tutela en Argentina 2010-2015
 
  
  
  
 
 
  
  
  
 FUENTE: Comisión para la Asistencia Integral y Protección al Refugiado y Peticionante de
Refugio(41).
 
  
  
  
 En la tabla 2 se indica el número de niños no acompañados o separados que ingresaron al
Programa de la Comisión durante los períodos señalados, los cuales abarcan desde 2010 a 2015.
 
  
  
  
 Tabla 2:
 
  
  
  
 Menores no acompañados o separados ingresantes en Argentina 2010-2015
 
  
  
  
 
 
  
  
  
 
 
  
  



  
 FUENTE: Comisión para la Asistencia Integral y Protección al Refugiado y Peticionante de
Refugio(42)
 
  
  
  
 En 2018 la CONARE registra el ingreso de 2 niños separados, nacionales de Senegal y Colombia
respectivamente, los cuales tienen a sus hermanos en Argentina.
 
  
  
  
 V
 
  
  
  
 Conclusiones
 
  
  
  
 Las estadísticas demuestran que afortunadamente las cifras de menores no acompañados o
separados solicitantes de refugio o refugiados en Argentina son relativamente bajas. Sin embargo,
preocupa a los operadores el aumento de los casos de niños separados provenientes de
Venezuela, debido a la falta de documentación que acredite los vínculos de estos menores con
quienes vienen al país con ellos.
 
  
  
  
 Existen solicitudes de asilo presentadas por niños no acompañados o separados que no requieren
de la protección internacional del refugiado; estos trámites se inician con el único fin de regularizar
la situación migratoria de los menores. Estas solicitudes representan, en la actualidad, el 80 % de
los trámites iniciados ante la CONARE. Ello desvirtúa el empleo de recursos (tiempo, presupuesto,
recursos humanos capacitados, entre otros) destinados a los refugiados que son empleados en
migrantes que desean regularizar su situación en Argentina.
 
  
  
  
 A fin de atender los casos de niños no acompañados o separados los procedimientos que
incorpora el Protocolo de Atención son, en líneas generales, efectivos a la hora de buscar
soluciones duraderas. Si bien hoy en día el Protocolo de Atención no tiene fuerza de ley, sirvió para
plasmar lo que venían haciendo los organismos firmantes, dándole un marco a la práctica. 
 
  
  
  
 Es necesaria la sanción de una ley marco a la que adhieran las provincias, a fin de unificar los
procedimientos provinciales y así evitar demoras que dificultan el proceso, las cuales terminan
afectando gravemente los derechos de los niños no acompañados o separados. 



 
  
  
  
 Es también necesario que se analice una futura reglamentación de la ley 26.165, así como también
que se modifique el Protocolo de Atención a la luz de las disposiciones del Código Civil y Comercial
de la Nación. Ello, a fin de incorporar los principios relativos a la capacidad de los niños, con vistas
a que tomen parte más activamente en los procesos tanto de solicitud de la condición de refugiados
como de reunificación familiar, con la debida representación mediante un letrado patrocinante.
 
  
  
  
 La reunificación familiar es la primera prioridad para los niños no acompañados o separados. Si la
reunificación no conviniera al interés superior de los menores, o no fuera posible dentro de un
período de tiempo apropiado, deben buscarse otras soluciones a mediano y largo plazo tales como
hogares de guarda, cuidado en instituciones o la adopción. Cualquier solución a largo plazo debe
ser planificada en función del interés superior del niño en cuestión y debe responder a sus
necesidades de desarrollo. 
 
  
  
  
 VOCES: DERECHO INTERNACIONAL - DERECHO INTERNACIONAL PÚBLICO - TRATADOS Y
CONVENIOS - TRATADOS INTERNACIONALES - DERECHOS HUMANOS - FAMILIA -
MENORES - CIUDADANÍA, NACIONALIDAD Y NATURALIZACIÓN - EXTRANJEROS - ESTADOS
EXTRANJEROS
 
  
  
  
 

(*) Nota de Redacción: Sobre el tema ver, además, los siguientes trabajos publicados en El
Derecho: Migrantes y refugiados. Acerca de la globalización, los límites, las fronteras y los derechos
fundamentales, por Eduardo Pablo Jiménez, ED, 243-931; El caso ``Apablaza´´ y los refugiados en
el derecho argentino, por Jesica Sircovich, ED, 243-1079; El caso ``Lariz Iriondo´´, el Terrorismo y
el Derecho Internacional Humanitario, por Guillermo Livy, EDPE, 09/2005-5; El Estatuto de Roma y
el Derecho Humanitario Internacional, por Juan Fernando Gouvert, EDPE, 03/2007-17; Actualidad y
tendencias de la costumbre internacional ante el derecho internacional humanitario, por Leopoldo
Adolfo Mario Godio, EDCO, 2010-464. Todos los artículos citados pueden consultarse en
www.elderecho.com.ar.
(**) Este artículo es un trabajo de investigación realizado bajo la dirección de la profesora María del
Rosario de la Fuente en el marco de las actividades de investigación de su cátedra de Derecho
Internacional Público en la Facultad de Derecho, UCA.
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